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1) Sobre el concepto de discriminación indirecta:

Este tipo de estándar ha sido típicamente incluido en los instrumentos internacionales referentes a discriminación, y responde a un aspecto particular de la discriminación, ya sea por raza, género u otra razón, en lo concerniente a políticas que prima facie no tienen objeto o razón discriminatoria, y no obstante presentan dicho resultado o efecto.

Originalmente, el concepto de discriminación indirecta fue incorporado al artículo 1.1 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial (1965):

En la presente Convención la expresión ‘discriminación racial’ denotará toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública
/.


Los órganos de tratado (treaty bodies) de Naciones Unidas que tienen la autoridad para interpretar los tratados universales de derechos humanos también se han referido a la discriminación indirecta al interpretar las disposiciones pertinentes de los respectivos tratados. Por ejemplo:

Comité de Derechos Humanos (HRC)
37º período de sesiones (1989) Observación general Nº 18

No discriminación

6.
El Comité toma nota de que en el Pacto no se define el término "discriminación" ni se indica qué es lo que constituye discriminación.  Sin embargo, en el artículo 1 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial se establece que la expresión "discriminación racial" denotará toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basadas en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública.  De igual manera, en el artículo 1 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer se establece que la expresión "discriminación contra la mujer" denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.

7.
Si bien esas convenciones se refieren sólo a un tipo específico de discriminación, el Comité considera que el término "discriminación", tal como se emplea en el Pacto, debe entenderse referido a toda distinción, exclusión, restricción o preferencia que se basen en determinados motivos, como la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional o social, la posición económica, el nacimiento o cualquier otra condición social, y que tengan por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales de todas las personas.

Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CESCR)
11º período de sesiones (1994) Observación general Nº 5

Las personas con discapacidad
3.  Obligación de eliminar la discriminación por motivos de discapacidad

15.
La discriminación, de jure o de facto, contra las personas con discapacidad existe desde hace mucho tiempo y reviste formas diversas, que  van desde la discriminación directa, como por ejemplo la negativa a conceder oportunidades educativas, a formas más "sutiles" de discriminación, como por ejemplo la segregación y el aislamiento conseguidos mediante la imposición de impedimentos físicos y sociales.
CESCR - 20º período de sesiones (1999) Observación general Nº 12

El derecho a una alimentación adecuada (artículo 11)

18.
Por otra parte, toda discriminación en el acceso a los alimentos, así como a los medios y derechos para obtenerlos, por motivos de raza, color, sexo, idioma, edad, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social, con el fin o efecto de anular u obstaculizar la igualdad en el disfrute o ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales constituye una violación del Pacto.
Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (CEDAW)

30º período de sesiones (2004) Recomendación general Nº 25

Párrafo 1 del artículo 4 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer - Medidas especiales de carácter temporal

7.
En primer lugar, los Estados Partes tienen la obligación de garantizar que no haya discriminación directa ni indirecta
/ contra la mujer en las leyes y que, en el ámbito público y el privado, la mujer esté protegida contra la discriminación ‑que puedan cometer las autoridades públicas, los jueces, las organizaciones, las empresas o los particulares ‑ por tribunales competentes y por la existencia de sanciones y otras formas de reparación.

Siguiendo los estándares desarrollados en el seno de la Organización de las Naciones Unidas, los órganos del Sistema Interamericano de Derechos Humanos también se han referido a la discriminación indirecta en sus decisiones.

La CIDH, en su caso más significativo sobre discriminación racial (Simone André Diniz vs. Brasil. Caso 12.001, Informe de Fondo 66/06, de 21 de octubre de 2006, párr. 87), estableció lo siguiente, respecto del “racismo institucional” de los órganos policiales y judiciales en el tratamiento de casos de discriminación racial:

[T]iene el efecto de constituirse en discriminación indirecta en la medida en que impide el reconocimiento del derecho de un ciudadano negro a no ser discriminado y el ejercicio o goce del derecho de ese mismo ciudadano a acceder a la justicia para que se repare la violación.
Por su parte, la Corte Interamericana, en el Caso de las Niñas Yean y Bosico vs. República Dominicana (Sentencia de 8 de septiembre de 2005), determinó, similarmente, que:

141. La Corte considera que el principio de derecho imperativo de protección igualitaria y efectiva de la ley y no discriminación determina que los Estados, al regular los mecanismos de otorgamiento de la nacionalidad, deben abstenerse de producir regulaciones discriminatorias o que tengan efectos discriminatorios en los diferentes grupos de una población al momento de ejercer sus derechos
/. Además, los Estados deben combatir las prácticas discriminatorias en todos sus niveles, en especial en los órganos públicos, y finalmente debe adoptar las medidas afirmativas necesarias para asegurar una efectiva igualdad ante la ley de todas las personas.
2) Sobre el concepto de discriminación múltiple o agravada:

Conforme se establece en la propuesta del Consolidado, respecto del artículo 1.3 – referente a la definición de discriminación múltiple o agravada – ésta se refiere a la discriminación que ocurre en virtud de dos o más factores prohibidos según el inciso 1 del mismo artículo. Dicho concepto puede ser encontrado, por ejemplo, en la Declaración proveniente de la Conferencia Mundial sobre el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y formas conexas de Intolerancia (2001), en su párrafo 2:

Reconocemos que el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia se producen por motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico y que las víctimas pueden sufrir formas múltiples o agravadas de discriminación por otros motivos conexos, como el sexo, el idioma, la religión, las opiniones políticas o de otra índole, el origen social, la situación económica, el nacimiento u otra condición.
/
El Plan de Acción de Durban – producto de la misma Conferencia – también hace referencia reiteradamente a ejemplos de discriminación múltiple o agravada:

14. Insta a los Estados a que reconozcan los problemas particularmente graves del prejuicio y la intolerancia religiosos con que tropiezan muchos afrodescendientes y a que apliquen políticas y medidas encaminadas a prevenir y eliminar toda discriminación basada en la religión y las creencias que, combinada con ciertas otras formas de discriminación, constituye una forma de discriminación múltiple;

49. Insta a los Estados a que adopten, según proceda, medidas apropiadas para prevenir la discriminación racial contra las personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas con respecto al empleo, la atención sanitaria, la vivienda, los servicios sociales y la educación y a que, en este contexto, tengan en cuenta las formas de discriminación múltiple
/.
Asimismo, otros órganos internacionales de derechos humanos también se han referido y reconocido la ocurrencia de formas múltiples o agravadas de discriminación (previa y posteriormente a la Declaración de Durban), por ejemplo:
CESCR - 11º período de sesiones (1994) Observación general Nº 5

Las personas con discapacidad
4.  Disposiciones específicas del Pacto

A.  Artículo 3 - Igualdad de derechos para hombres y mujeres
19.
A las personas con discapacidad se las trata a veces como si no pertenecieran a ninguno de los dos sexos.  Como resultado de ello, a menudo se pasa por alto la doble discriminación que padecen las mujeres con discapacidad.

CEDAW - 20º período de sesiones (1999) Recomendación general Nº 24

Artículo 12 de la Convención sobre la eliminación de todas las
formas de discriminación contra la mujer - La mujer y la salud
12. Las mujeres pertenecientes a algunos grupos, además de sufrir discriminación por el hecho de ser mujeres, también pueden ser objeto de múltiples formas de discriminación por otras razones, como la raza, el origen étnico, la religión, la incapacidad, la edad, la clase, la casta u otros factores.  Esa discriminación puede afectar a estos grupos de mujeres principalmente, o en diferente medida o en distinta forma que a los hombres.  Quizás sea necesario que los Estados Partes adopten determinadas medidas especiales de carácter temporal para eliminar esas mútiples formas de discriminación contra la mujer y las consecuencias negativas y complejas que tiene.
Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (CERD)
61º período de sesiones (2002) Recomendación general Nº XXIX

La discriminación basada en la ascendencia

2.
Discriminación múltiple que sufren las mujeres de las comunidades cuya condición se basa en consideraciones de ascendencia


k)
Tener en cuenta, en todos los programas y proyectos planificados y puestos en práctica, así como en la adopción de medidas, la situación de las mujeres que pertenecen a esas comunidades, en su condición de víctimas de discriminación múltiple, explotación sexual y prostitución forzosa;

l)
Tomar todas las medidas necesarias para eliminar la discriminación múltiple, incluida la discriminación basada en la ascendencia, que sufren las mujeres, sobre todo en los ámbitos de la seguridad personal, el empleo y la educación;

CEDAW - 30º período de sesiones (2004) Recomendación general Nº 25

Párrafo 1 del artículo 4 de la Convención sobre la eliminación de todas
las formas de discriminación contra la mujer - Medidas especiales
de carácter temporal

38.
Se recuerda a los Estados Partes que las medidas especiales de carácter temporal deberán adoptarse para acelerar la modificación y la eliminación de prácticas culturales y actitudes y comportamientos estereotípicos que discriminan a la mujer o la sitúan en posición de desventaja.  También deberán aplicarse medidas especiales de carácter temporal en relación con los créditos y préstamos, los deportes, la cultura y el esparcimiento y la divulgación de conocimientos jurídicos.  Cuando sea necesario, esas medidas deberán estar destinadas a las mujeres que son objeto de discriminación múltiple, incluidas las mujeres rurales.
3) Sobre las dimensiones individual y colectiva de los derechos humanos, conforme a los estándares establecidos en el sistema interamericano:

Conforme a la jurisprudencia interamericana, especialmente en lo que se refiere a pueblos indígenas o comunidades tribales/afrodescendientes, se ha reconocido a tales colectividades como titulares de derechos, desde el punto de vista colectivo, es decir, se han reconocidos a determinados grupos en su conjunto como poseedores de determinados derechos. En efecto, grupos tales como los pueblos indígenas, o en ciertos casos los afrodescendientes, ejercen y gozan de muchos de sus derechos de manera colectiva.
En el caso pionero respecto de este asunto (Resolución 12/85 de 5 de marzo de 1985. Caso 7615, Yanomami vs. Brasil. Punto Resolutivo 1), la CIDH decidió que:

[E]xisten suficientes antecedentes y evidencias para concluir de que en razón de la omisión del Gobierno de Brasil para adoptar oportunas y eficaces medidas en favor de los indios Yanomami se ha producido una situación que ha dado como resultado la violación, en perjuicio de éstos, de los siguientes derechos reconocidos en la Declaración Americana de los Deberes y Derechos del Hombre: Derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad (artículo 1); Derecho de residencia y tránsito (artículo 8); y Derecho a la preservación de la salud y bienestar (artículo 9)”.

Por su parte, la Corte Interamericana, en su caso emblemático referente a pueblos indígenas (Comunidad Mayagna – Sumo – Awas Tingni vs. Nicaragua. Sentencia de Fondo del 31 de agosto de 2001), estableció que:

148. Mediante una interpretación evolutiva de los instrumentos internacionales de derechos humanos […] esta Corte considera que el artículo 21 de la Convención (derecho a la propiedad privada) protege el derecho a la propiedad en un sentido que comprende, entre otros, los derechos de los miembros de las comunidades indígenas en el marco de la propiedad comunal.
Asimismo, la Corte Interamericana aclaró que:

149. Dadas las características del presente caso, es menester hacer algunas consideraciones respecto del concepto de propiedad en las comunidades indígenas. Entre los indígenas existe una tradición comunitaria sobre una forma comunal de la propiedad colectiva de la tierra, en el sentido de que la pertenencia de ésta no se centra en un individuo sino en el grupo y su comunidad.

En términos similares, las decisiones de la Corte IDH, en los Casos de la Comunidad Indígena Yakya Axa vs. Paraguay (Sentencia de 17 de junio de 2005, párrs. 83, 96, 124, 130 y 215); y Comunidad Indígena Sawhoyamaxa vs. Paraguay (Sentencia de 29 de marzo de 2006, párr. 120).
En el Caso de la Comunidad Moiwana vs. Surinam, la Corte Interamericana decidió que: “dicha comunidad no es indígena a la región pero que constituye una comunidad tribal […] que tenía una relación profunda y abarcativa respecto de sus tierras ancestrales que se centraba no en el individuo, sino en la comunidad en su conjunto.” Su concepto comunal de propiedad, por tanto, conllevó a que la Corte aplicara a la comunidad Moiwana su jurisprudencia en relación con las comunidades indígenas y sus derechos a la propiedad comunal, de conformidad con el artículo 21 de la Convención Americana (Sentencia de 15 de junio de 2005, párrs. 132-133).

En otra decisión más reciente respecto del presente tema – Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam (Sentencia de 28 de noviembre de 2007), respecto de las supuestas violaciones del artículo 21 de la Convención en perjuicio del Pueblo Saramaka – la Corte Interamericana utilizó el análisis realizado por el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, sobre las obligaciones de los Estados Parte del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos – PIDCP (específicamente de Surinam), con respecto del artículo 27 de dicho tratado sobre el derecho a la vida cultural de minorías, en los siguientes términos:
94. [N]o se negará a las personas que pertenezcan a dichas minorías el derecho que les corresponde, en comunidad con los demás miembros de su grupo, a gozar de su propia cultura, [la cual] podrá consistir en un modo de vida que está fuertemente asociado con el territorio y el uso de sus recursos naturales”.

Según la Corte IDH, el análisis anterior respalda una interpretación del artículo 21 de la Convención Americana a la luz de los derechos reconocidos en los artículos 1 en común
 y 27
 del PIDCP, los cuales “confieren a los integrantes del pueblo Saramaka el derecho al goce de su propiedad de conformidad con su tradición comunitaria” (párr. 95).
Además de la jurisprudencia interamericana anteriormente referida y los artículos 1 y 27 del PIDCP de Naciones Unidas, el Convenio 169 de la OIT también reconoce la dimensión colectiva de los derechos:

Artículo 5

Al aplicar las disposiciones del presente Convenio:

a) deberán reconocerse y protegerse los valores y prácticas sociales, culturales, religiosos y espirituales propios de dichos pueblos y deberá tomarse debidamente en consideración la índole de los problemas que se les plantean tanto colectiva como individualmente;

Parte II. Tierras

Artículo 13

1. Al aplicar las disposiciones de esta parte del Convenio, los gobiernos deberán respetar la importancia especial que para las culturas y valores espirituales de los pueblos interesados reviste su relación con las tierras o territorios, o con ambos, según los casos, que ocupan o utilizan de alguna otra manera, y en particular los aspectos colectivos de esa relación.

Otros órganos de derechos humanos supervisores de tratados también han interpretado las disposiciones aplicables, de conformidad con las dimensiones individual y colectiva de dichos derechos, por ejemplo:

HRC - 48º período de sesiones (1993) Observación general Nº 22

Artículo 18 - Libertad de pensamiento, de conciencia y de religión

4.
La libertad de manifestar la propia religión o las propias creencias puede ejercerse "individual o colectivamente, tanto en público como en privado".
CESCR - 21º período de sesiones (1999) Observación general Nº 13

El derecho a la educación (artículo 13)

39.
Los miembros de la comunidad académica son libres, individual o colectivamente, de buscar, desarrollar y transmitir el conocimiento y las ideas mediante la investigación, la docencia, el estudio, el debate, la documentación, la producción, la creación o los escritos.  La libertad académica comprende la libertad del individuo para expresar libremente sus opiniones sobre la institución o el sistema en el que trabaja, para desempeñar sus funciones sin discriminación ni miedo a la represión del Estado o cualquier otra institución, de participar en organismos académicos profesionales o representativos y de disfrutar de todos los derechos humanos reconocidos internacionalmente que se apliquen a los demás habitantes del mismo territorio.

Nota: 
/
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� 	Similarmente, la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, en su (1979), Artículo 1: “A los efectos de la presente Convención, la expresión "discriminación contra la mujer" denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera”. Véase, asimismo, Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad (1999), artículo I.2.a: “El término ‘discriminación contra las personas con discapacidad’ significa toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales”; y el Principio II de los Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas (aprobados por la CIDH el 13 de marzo de 2009): “…se prohibirá cualquier distinción, exclusión o restricción que tenga por objeto o por resultado, menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos internacionalmente reconocidos a las personas privadas de libertad”.


� 	Puede haber discriminación indirecta contra la mujer cuando las leyes, las políticas y los programas se basan en criterios que aparentemente son neutros desde el punto de vista del género pero que, de hecho, repercuten negativamente en la mujer.  Las leyes, las políticas y los programas que son neutros desde el punto de vista del género pueden, sin proponérselo, perpetuar las consecuencias de la discriminación pasada.  Pueden elaborarse tomando como ejemplo, de manera inadvertida, estilos de vida masculinos y así no tener en cuenta aspectos de la vida de la mujer que pueden diferir de los del hombre.  Estas diferencias pueden existir como consecuencia de expectativas, actitudes y comportamientos estereotípicos hacia la mujer que se basan en las diferencias biológicas entre los sexos.  También pueden deberse a la subordinación generalizada de la mujer al hombre.


� Asimismo, véase Caso Yatama vs. Nicaragua. Sentencia de 23 de junio de 2005. Serie C No. 127, párr. 185; Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre de 2003, Serie A No. 18, párr. 88, y Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02 de 28 de agosto de 2002. Serie A No. 17, párr. 44.


� Original en Inglés: “We recognize that racism, racial discrimination, xenophobia and related intolerance occur on the grounds of race, colour, descent or national or ethnic origin, and that victims can suffer multiple or aggravated forms of discrimination based on other related grounds such as sex, language, religion, political or other opinion, social origin, property, birth or other status”.


� Asimismo, véase, párrs. 79 (discriminación religiosa como discriminación múltiple); 104.c (mejorar las posibilidades de empleo de las personas que son objeto de discriminación múltiple); 172 (protección de la identidad nacional o étnica, cultural, religiosa y lingüística de minorías, tomando plenamente en cuenta las formas de discriminación múltiple); y 212 (sobre la igualdad de género y el adelanto de la mujer, especialmente las mujeres víctimas de discriminación múltiple).





� 	1. 	Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de este derecho establecen libremente su condición política y proveen asimismo a su desarrollo económico, social y cultural.


2. 	Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer libremente de sus riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las obligaciones que derivan de la cooperación económica internacional basada en el principio del beneficio recíproco, así como del derecho internacional. En ningún caso podrá privarse a un pueblo de sus propios medios de subsistencia.


3. 	Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que tienen la responsabilidad de administrar territorios no autónomos y territorios en fideicomiso, promoverán el ejercicio del derecho de libre determinación, y respetarán este derecho de conformidad con las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas.


� 	En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas, no se negará a las personas que pertenezcan a dichas minorías el derecho que les corresponde, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar y practicar su propia religión y a emplear su propio idioma.


� 	Los documentos aquí citados están disponibles en las siguientes direcciones: Naciones Unidas: � HYPERLINK "http://www2.ohchr.org/spanish/law/index.htm" \o "http://www2.ohchr.org/spanish/law/index.htm" �http://www2.ohchr.org/spanish/law/index.htm� CIDH: � HYPERLINK "http://www.cidh.org/casos.esp.htm" \o "http://www.cidh.org/casos.esp.htm" �http://www.cidh.org/casos.esp.htm� CORTE IDH: � HYPERLINK "http://www.corteidh.or.cr/casos.cfm" \o "http://www.corteidh.or.cr/casos.cfm" �http://www.corteidh.or.cr/casos.cfm�  (Casos contenciosos) � HYPERLINK "http://www.corteidh.or.cr/opiniones.cfm" ��http://www.corteidh.or.cr/opiniones.cfm�  (Opiniones consultivas)





